
CIV 83563/l997/CSl
F., H. O. s/ articulo 152 ter Código Civil.

~ /)/~~ J~ }alf.-
Buenos Aires,,~ / ~ (j -. VI"'-

Vistos los autos: "F., H. O. s/,articulo 152 ter Código Ci-
vil":

COnsiderando que:

l°) La Sala F de la Cámara Nacional de Apelaciones en
lo Civil confirmó la sentencia de primera insfancia que rechazó
el pedido de rehabilitación del señor H. O. F. y mantuvo la in-
terdicciÓn civil en los términos de los artículos 54, inciso
tercero y 141 del Código Civil, inclusive para ej~rcer el dere-
cho al voto (fs. 1348/1351 y 1375/1375 vta.).

Fundó la inhabilidad para Votar en el ~rtícul03, in-
ciso a), del Código Electoral Nacional (ley 19.945, texto según
la ley 26.571) que excluye expresamente del padrón electoral a
"[1] os dementes declarados tales en juicio". Consideró que esta
norma no fue derogada sino complementada por la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos íley 23.054), la' Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad (ley 26.378) y por
la ley que reconoce el Derecho a la Protección de la Salud Men-
tal (26.657). PrE;lcisóque si bien el artículo 29 de la Conven-
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad esta-
-blece que los Estados Partes debe'n asegurar la protección del
derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto, dicha
cláusula es aplicable a los diversos supuestos de discapacidad
física y mental previstos en el artículo l°, párrafo 2°, de la

,
Convención, excluidos los supuestos de, dementes declarados tales
enjuicio. Concluyó que la capacidad del causante "serest~inge
para todos ,los actos de la vida civil, sean de carácter personal
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o patrimonial, no pudiendo dirigir su persona, ni administrar
y/o disponer de bienes.

2°) Contra dicho pronunciamiento, la Curadora Pública
interpuso recurso extraordinario que fue concedido por existir
cuestión federal (fs. 1382/1395 y 1399/1400)

La recurrente relata que el 6 de octubre de 2011 pro-
movió la rehabilitación de su representado con sustento en los
resultados de diversos informes médicos de los que surgía que si
bien el señor H. O. F. padece un retraso mental moderado y re-
quiere supervisión, es una persona autónoma, se hace entender,
podría prestar su consentimiento informado, comprende situacio-
nes cotidianas y ha expresado su deseo de votar.

Explica que en virtud de la coexistencia del Código
Civil, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad y lá ley de Derecho a la Protección de la Salud Men-
tal, solicitó que se respetara la capacidad jurídica de su re-
presentado, se tuviera en cuenta su opinión y que se restringie-
ran solo aquellos aspectos necesarios para asegurar el adecuado
ejercicio de todos sus derechos, implementándose un sistema de
apoyos.

Considera que la sentencia vulneró el plexo normativo
en materia de salud mental y derechos humanos, en especial el
derecho al voto, a la igualdad y a la autonomía personal (artí-
culos 12 y 29, Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad; artículo 23, Convención Americana sobre Derechos
Humanos; artículo 25, Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos, y artículo 152 ter, Código Civil) .
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Plantea la inconstitucionalidad del artículo 3, inci-
del Código Electoral Nacional por encontrarse en pugna

con los derechos emanados de la Constitución Nacional y de di-
versos tratados internacionales de derechos humanos y, conse-
cuentemente, requiere que se autorice a su representado a ejer-
cer el derecho al voto.

3°) La Defensora General de la Nación alega que no se
respetar'on las pautas previstas por el artículo 152 ter del
Código Civil -introducido por la.ley 26.657- pues no se realizó
un peritaje interdisciplinario y no se dispuso ningún medio de
prueba tendiente a justificar la restricción a la capacidad res-
pecto de determinados actos jurídicos, sino que se reprodujo el
antiguo modelo de incapacidad absoluta.

Sostiene que la sentencia es arbitraria por haberse
apartado de las constancias de la causa y tener graves defectos
de fundamentación que desconocen los principios que rigen la ma-
teria. Señala que no se puede excluir a su representado del sis-
tema electoral sin antes corroborar si cuenta o no con discerni-
miento para emitir su voto y que, en caso de detectarse alguna
dific'ultad para el ejercicio autónomo de ese derecho, se debe
implementar un sistema de apoyo de acuerdo con lo previsto en el

-artículo 12 de la Convención sobre' los Derechos de las Personas
con.Discapacidad. Sostiene que el artículo 29 de la mencionada
Convención ~que establece la obligación de los Estados Partes de
garantizar el derecho a votar de las personas con discapacidad-

,
no prevé ninguna restricción ni autoriza' excepción. alguna para
el ejercicio de los derechos políticos. Por últim6, plantea la
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inconstitucionalidad del artículo 3, inciso a), del Código Elec-
toral Nacional (fs. 1421/1429).

4°) El recurso extraordinario ha sido bien concedido.
En efecto, aun cuando la resolución apelada no configura senten-
cia definitiva en sentido estricto, su palmaria virtualidad para
generar perj uicios de muy difícil o imposible reparación ul te-
rior autoriza a reputarla como tal, en tanto cancela la posibi-
lidad de que el señor H. O. F. pueda ejercer su derecho al voto.

Por otro lado, la recurrente puso en tela de juicio
la inteligencia de normas de naturaleza federal (artículos 12 y
29, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapaci-
dad; 23, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 25, Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos) y la decisión ha
sido contraria al derecho que fundó en esas disposiciones; asi-
mismo, planteó la inconsti tucionalidad del artículo 3, inciso
a), del Código Electoral Nacional (artículo 14, incisos 2 y 3,
ley 48).

5°) El señor H. O. F. tiene 74 años y en varias de
las evaluaciones que se le han realizado en este proceso ha ma-
nifestado expresamente su decisión de votar (fs. 516, 1232, 1242
y 1347). Por ello, y con sustento en los informes incorporados a
la causa, su representante formuló específicamente el pedido pa-
ra que se le permitiera ejercer su derecho al voto, el que fue
rechazado en ambas instancias.

6 o) Asiste razón a la recurrente en cuanto sostiene
que la sentencia no hizo una interpretación adecuada del derecho
federal que invoca.
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La Constitución Nacional garantiza el pleno ejercicio
derechos políticos, con arreglo al principio de la sobe-

ranía popular y de las leyes que se' dicten en consecuencia
(artículo 37). Concordemente~ el artículo 25 del Pacto Interna-
cional'de Derechos Civiles y Políticos reconoce el derecho a vo-
tar sin restricciones indebidas y el artículo 23 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos dispone que la ley puede
reglamentar el ejercicio del derechó a votar exclusivamente por
razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción,
capacidad civil o mental. Asimismo, la C6nvención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad establece' que los Esta-
dos Partes garantizarán a las personas con discapacidad los de-
rechos políticos y la posibilidad de goiar de ellos en igualdad
de condiciones con las demás (artículo 29)

De las referidas disposiciones es válido inferir que
el derecho a votar de las personas con discapacidad que expresa-
mente reconocen, no es -como los demás derechos que la Constitu-
ción Nacional contempla- absoluto. Por lo tanto, el derecho a
votar está sujeto a las leyes que. reglamenten su ejercicio en
tanto no se lo altere (artículo 28 de la Constitución Nacional) .

7 o) A partir de la incorporación a nuestro ordena-
'miento jurídico de la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad (aprobada por la ley 26.378 y ratificada
por el Poder Ejecutivo Nacional el 18 de julio de 2008 y dotada
de jerarquía constitucional a través de la ley 27.044), se pro-
dujo un cambio sustancial en el régimen relativo aL~ capacidad
jurídica de las personas con discapacidad mental. Se abandonó el
sistema de sustitución y subrogación de la voluntad, y. se lo
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reemplazó por un modelo social de la discapacidad con el objeti-
vo de promover a la persona y garantizar el goce de sus dere-
chos. En efecto, el artículo 12 de la referida Convención reco-
noce que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica
en igualdad de condiciones con los demás en todos los aspectos
de la vida y que se debe disponer un sistema de toma de decisio-
nes con apoyos y salvaguardias proporcionales y revisables pe-
riódicamente (confr. CSJ 698/2011 (47-P)/CS1, "P., A. C. si in-
sania", sentencia del 11 de diciembre de 2014)

Este modelo social fue receptado por la ley 26.657 de
Derecho a la Protección de la Salud Mental. El artículo 42 esta-
blece que las declaraciones judiciales de inhabilitación o inca-
pacidad deberán fundarse en un examen de facultativos conformado
por evaluaciones interdisciplinarias y deberán especificar las
funciones y actos que se limitan, procurando que la afectación
de la autonomía personal sea la menor posible (la norma fue in-
corporada al anterior Código Civil como artículo 152 ter)

A su vez, el referido modelo social de discapacidad
ha sido consagrado con mayor amplitud en el Código Civil y Co-
mercial de la Nación (ley 26.994). Según sus disposiciones, la
capacidad general de ejercicio de la persona humana se presume y

la limitación a la capacidad para realizar determinados actos
jurídicos es de carácter excepcional y se impone en beneficio de
la persona (artículos 31 y 32) .

8 o) Consecuencia de las normas antes referidas, la
restricción del derecho al voto que prevé el artículo 3, inciso
a), del Código Electoral Nacional (texto según la ley 26.571)
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-en la que se fundó la sentencia recurrida- debe aplicarse de
acuerdo con los principios y garantías que rigen para las perso-
nas con discapacidad e impone una evaluación pormenorizada y es-
pecífica sobre la capacidad para votar, incluso con la designa-
ci6n de apoyos en el caso de que la persona esté en condiciones
de ejercer autónomamente ese derecho pero presente alguna difi-
cultad para poder hacerlo, siempre que se respete su voluntad y
preferencias, sin conflicto de intereses ni influencias indebi-
das (argumento del artículo 12, inciso 4 de la Convención sobre
los Derechos de las Personas con Discapacidad) .

De ese modo, se compatibiliza la norma electoral que
reglamenta el ejercicio del derecho a votar por razones de capa-
cidad con el modelo social de discapacidad que el legislador de-
finió con posterioridad a la sanción de la ley 26.571 (artículo
3, inciso a), del Código Electoral Nacional), sin necesidad de
declarar su inconstitucionalidad (Fallos: 319: 3148; 322: 919 y
327:5723)

9~) La sentencia recurrida rechazó el derecho a votar
solicitado por la representante del sefior H. O. F. en forma au-
tomática como consecuencia de su declaración general de incapa-
cidad, en los términos del artículo 141 del Código Civil, y de
-la aplicación del artículo 3, inciso a), del Código Electoral
Nacional, reproduciendo el viejo modelo de incapacitación.

De acuerdo con las normas mencionadas en los anterio-
res considerandos, para restringir válidamente el derecho al vo-
to del sefior H. O. F. :'-ysu consecuente exclusión del padrón
electoral-, se debió determinar que carecía de capacidad para
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realizar ese acto político específico, a través de evaluaciones
que brindaran razones concretas por las cuales no se encontraba
en condiciones de ejercer su derecho al sufragio de manera autó-
noma, es decir, que no podía votar ni aun con alguna medida de
apoyo que lo permitiera sin sustituir su voluntad.

Ninguno de los informes obrantes en la causa abordó o
aconsejó expresamente la limitación del derecho al sufragio, ni
tampoco la restricción se puede inferir en forma concluyente de
su contenido. Por .el contrario, los pro£esionales que evaluaron
al señor H. O. F. concluyeron que comprende situaciones cotidia-
nas y pudo expresar su deseo de votar (fs. 1241/1242 Y 1272/
1274). En concordancia con esas evaluaciones, se destacó el pe-
dido especial del señor H. O. F. de ejercer su derecho a votar,
sosteniendo que "es una limitación excesiva a sus derechos la
imposibilidad de emitir su voto" (ver fs. 1232).

10) Es necesario destacar, asimismo, la edad del se-
ñor H. O. F., la antigüedad de los informes obrantes en la causa
y que ha transcurrido el plazo fijado por la jueza de primera
instancia para revaluarlo de manera interdisciplinaria, circuns-
tancias que imponen la revisión de la sentencia de incapacidad
para adaptarla al nuevo régimen vigente en los términos del
artículo 40 del Código civil y Comercial de la Nación, en cuyo
marco se deberá emitir un pronunciamiento respecto del derecho
del recurrente para ejercer el derecho a votar en la actualidad.

Por ello, oído el señor Procurador Fiscal, se declara pro-
cedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sen-
tencia apelada. Vuelvan los autos al tribunal de origen a fin de
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que, por medio de quien corresponda, proceda a dictar .un nuevo
pronunciamiento con arreglo a este fallo. Notifíquese y, oportu-

JUAN CARLOS MAo.UEDl\

Cf\RlOS FERNAAllQRO~ENKRAtUI
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-II-TO DE LOS SEÑORES MINISTROS DOCTORES DON JUAN CARLOS MAQUEDA
y DON HORACIO ROSATTI

.Considerando:

Que los agravios de la apelante encuentran ac;iecuada
respuesta en los fundamentos del dictamen del señor Procurador
Fiscal, que el Tribunal comparte y hace suyos por .razón de bre-
vedad (~on excepción del apartado VI)

Por ello, se declara procedente el recurso extraordinario y
se dej a sin efecto la sentencia apelada. Vuel va!1 los autos al
tribunal de origen a fin de que, por medio de quien corresponda,
proceda a dictar nuevo fallo con arreglo a lo expresado. Notifí-
quese y, oportunamente, devuélvase.

JUAN CARLOS MAQUEDA
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Recurso extraordinario interpuesto por la Curadora Pública a cargo de la Cura-
duría Pública nO 12, Luz M. Pagano en representación del señor H. O. F.

Tribunal de origen: Sala F de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.

Tribunal que intervino con anterioridad: Juzgado Nacional de Primera Instancia
en lo Civil nO 76.
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